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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Valladolid el día 20 de 
junio de 2024, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de Dña. yyyy, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 
 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera  
Sr. Herrera Campo, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 
  
 

 
DICTAMEN 235/2024 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 10 de mayo de 2024 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de un accidente de 
trabajo ocurrido en 2007. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 16 de mayo de 2024, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 235/2024, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Herrera Campo.  

 
Primero.- El 15 de marzo de 2024 Dña. yyyy, bajo asistencia letrada, 

presenta reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Administración 
de la Comunidad (Gerencia Regional de Salud) “por todos los daños y 
perjuicios sufridos como consecuencia del accidente de trabajo ocurrido el 1 
de octubre de 2007” en el Centro de Salud “hhhh”, de xxxx, en el que 
prestaba servicios como enfermera de la Inspección Médica, al caer por unas 
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escaleras mojadas tras su limpieza y sin señalización, y sufrir “una fractura 
luxación de tobillo derecho que precisó de osteosíntesis”. 

 
Señala que tras el accidente, y por la recidiva de sus daños, ha tenido 

distintos periodos de incapacidad temporal (del 1 de octubre de 2007 al 15 
de septiembre de 2009, del 2 de mayo al 4 de julio de 2018, del 8 de febrero 
al 5 de abril de 2019, y del 28 de noviembre de 2019 hasta la declaración de 
incapacidad permanente total para su profesión habitual por sentencia de 11 
de mayo de 2011 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia del 
País Vasco). En todos esos procesos, la reclamante obtuvo el reconocimiento 
de los recargos de prestaciones correspondientes. 

 
Desglosa como daños y perjuicios objeto de la presente reclamación 

los siguientes: periodo de estabilización de 28 de noviembre de 2019 a 11 de 
mayo de 2021; secuelas fisiológicas: tobillo derecho (dolor y limitación de la 
movilidad), columna cervical (cervicobraquialgia izquierda y limitación de la 
movilidad) y síndrome ansioso depresivo; secuelas estéticas (cicatrices IQ); 
perjuicio personal particular por IQ; y perjuicio moral por pérdida de calidad 
de vida moderado. Indica que ha encargado la realización de un informe de 
valoración del daño corporal que aportará tan pronto sea emitido, momento 
en el que cuantificará su pretensión indemnizatoria. 

 
Adjunta diversa documentación médica, partes de baja y alta laboral, 

resoluciones del INSS sobre declaraciones de incapacidad y recargo de 
prestaciones, así como copia de la sentencia de 11 de mayo de 2021 del TSJ 
del País Vasco, que declara la incapacidad permanente total. 
 

Segundo.- Al expediente remitido se incorpora el expediente de 
responsabilidad patrimonial nº 2011/106, iniciado por reclamación patrimonial 
de 26 de mayo de 2011 formulada por Dña. yyyy, y resuelto por orden del 
consejero de Sanidad de 8 de octubre de 2014, desestimatoria de la 
reclamación por prescripción de la acción, tras dictamen de este Consejo de 
25 de septiembre anterior, recaído en el expediente 434/2014.  

 
Dicha orden no fue recurrida. 
 
Tercero.- En la propuesta remitida se indica que se ha prescindido 

del trámite de audiencia por no haberse integrado en el expediente, ni tenido 
en cuenta, otras alegaciones o pruebas que las hechas o aportadas por la 
reclamante, conforme a lo previsto en el artículo 82 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
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Públicas (LPAC).  
  
Cuarto.- El 19 de abril de 2024 se formula propuesta de orden de 

inadmisión de la reclamación, al considerar que la reclamación de 15 de 
marzo de 2024 es una reiteración de hechos, argumentos y fundamentos de 
la presentada en 2014, que concluyó por orden desestimatoria que no fue 
recurrida, lo que hace que sea un acto firme y consentido, además de que la 
reclamación se presenta contra la Administración como empleadora y 
derivada de un accidente laboral por falta de medidas de seguridad a los que 
aquella está obligada, por lo que la reclamación debería hacerse en el ámbito 
de la jurisdicción social. 

 
Quinto.- El 26 de abril de 2024 la Asesoría Jurídica de la Consejería 

de Sanidad informa favorablemente dicha propuesta de orden. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 

LPAC. 
 
3ª.- La reclamación ha sido presentada por la perjudicada, quien la 

firma, frente al Servicio Público de Salud, al que imputa el perjuicio, por lo 
que, conforme a la LPAC, puede considerarse debidamente acreditada tanto 
la legitimación activa como la pasiva, respectivamente. 

 
La competencia para resolver la presente reclamación corresponde al 

consejero de Sanidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 
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3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
de Castilla y León. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el 
artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas; 
b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo sufre no 
tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad 
a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la integración del agente 
en el marco de la organización administrativa a la que pertenece o la 
titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el 
daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y el 
resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra 
un año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, este Consejo Consultivo comparte 

el criterio de la propuesta de orden remitida, que conduce a inadmitir a 
trámite la reclamación planteada.  

 
El 26 de mayo de 2011 la reclamante presentó una reclamación de 

responsabilidad patrimonial en la que exponía que el 1 de octubre de 2007 
sufrió una caída por las escaleras mojadas y sin señalizar del centro de salud 
en el que prestaba sus servicios como enfermera de la Inspección Médica.  

 
El 27 de mayo de 2008 el INSS calificó el accidente como laboral 

reconociendo la existencia de responsabilidad patrimonial por falta de medidas 
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de seguridad e higiene en el trabajo a la Gerencia Regional de Salud con 
recargo de las prestaciones de seguridad social. 

 
En aquella reclamación Dña. yyyy solicitaba, tras informe de 13 de 

mayo de 2011 que indicaba que habían quedado agotadas todas las 
posibilidades de mejoría con tratamiento rehabilitador, que se le indemnizara 
por las secuelas permanentes derivadas del accidente. 

 
Por orden de 8 de octubre de 2014 se desestimó la reclamación, al 

considerar que la acción ejercitada estaba prescrita, ya que la determinación 
del alcance de las secuelas tuvo lugar en agosto de 2009, sin que los 
tratamientos rehabilitadores posteriores prestados con objeto de mejorar la 
calidad de vida alteraran las secuelas estabilizadas y definidas con 
anterioridad y de carácter permanente. Esta orden no fue objeto de recurso 
de reposición en vía administrativa, ni en vía jurisdiccional, por lo que devino 
en acto firme y consentido, tras ser debidamente notificado. 

 
En definitiva, la presente reclamación deriva de las secuelas del mismo 

accidente de 2007. En ella se reclaman daños y perjuicios sufridos como 
consecuencia del mismo. En este sentido, son claros los informes presentados 
por la propia reclamante: el de 7 de julio de 2023 emitido por traumatólogo y 
el de 13 de julio siguiente del Servicio de Psiquiatría de Osakidetza, que 
describen y valoran unas lesiones crónicas y progresivas, secuelas del 
accidente de 2007, cuyo alcance se determinó en 2009, y por las que ya se 
reclamó en 2011. Una reclamación que, tal como se ha indicado, fue 
desestimada por orden de 8 de octubre de 2014, que consta fue 
debidamente notificada y devino firme al no haber sido recurrida. Razón por 
la que esta segunda reclamación debe ser inadmitida. 

 
Como recuerda la propuesta de orden, con base en el principio 

constitucional de seguridad jurídica, y el legal de inadmisibilidad de los 
recursos contenciosos sobre actos que sean reproducción de otros anteriores 
definitivos y firmes, o confirmatorios de actos consentidos por no recurridos, 
la jurisprudencia ha venido a respaldar las resoluciones de la Administración 
por las que inadmite reclamaciones que reiteran otras anteriores sobre las 
que existe una decisión previa firme y consentida, siempre que concurran los 
mismos presupuestos fácticos y jurídicos, y la misma solicitud y causa de 
pedir. Reclamaciones que bien pueden calificarse como manifiestamente 
carentes de fundamento, en los términos a los que se refiere el artículo 88.5 
de la LPAC.  
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Junto a esta causa de inadmisión, suficiente para dictar la resolución 
que recoge en este caso la propuesta de orden, esta aborda en segundo 
lugar otra cuestión importante, sobre la que este Consejo no comparte que 
pueda ser considerada propiamente también como causa de no admisión de 
la reclamación, pero sí coincide en el interés que tiene para el reclamante, 
con el fin de evitar que sufra ese denominado “peregrinaje de jurisdicciones” 
al que en distintas ocasiones se ha referido ya la doctrina jurisprudencial.  

 
Así, debe tenerse en cuenta que la reclamante funda su exigencia de 

responsabilidad patrimonial a la Administración en el anormal funcionamiento 
de sus servicios, y más en concreto en el incumplimiento de las obligaciones 
que la incumben como empleadora, en cuanto a las medidas de seguridad e 
higiene de sus trabajadores, establecidas en la normativa de prevención de 
riesgos laborales. Según la reclamante, la caída en su centro de trabajo se 
debió a un mal funcionamiento de ese servicio, del que derivaron graves 
secuelas que le impiden continuar con el ejercicio de su profesión habitual. 

  
Pues bien, hay que recordar que la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 

reguladora de la Jurisdicción Social, atribuyó a esta la competencia para el 
conocimiento de las pretensiones deducidas contra las actuaciones de las 
Administraciones Públicas en materia de seguridad y salud laboral respecto 
de todos sus empleados, incluida la reclamación de responsabilidad por los 
daños sufridos como consecuencia del incumplimiento de la normativa de 
prevención de riesgos, parte también de la relación laboral. 

 
De esta manera, conforme a la citada ley, las reclamaciones de los 

empleados públicos que pretendan obtener una indemnización en reparación 
del daño causado por incumplir la Administración sus obligaciones en materia 
de prevención de riesgos se residencian, no en el ámbito de la jurisdicción 
contencioso-administrativa, sino en el de la jurisdicción social, según han 
establecido con toda precisión diversas sentencias, como la que reproduce la 
propuesta de orden remitida: la de 11 de diciembre de 2020, de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo, de Valladolid, del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León.  

 
La consecuencia de esta competencia de la jurisdicción social para 

conocer las reclamaciones de los empleados públicos por daños derivados de 
un accidente de trabajo originado por incumplimiento de la Administración de 
sus obligaciones de protección de la salud y seguridad laboral sería que, en 
caso de una reclamación de responsabilidad patrimonial como la del presente 
supuesto, y teniendo en cuenta que la resolución administrativa finalizadora 
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del procedimiento solo sería impugnable en vía contencioso-administrativa, 
resultaría que el órgano judicial de este orden se vería obligado a declarar su 
incompetencia para conocer el recurso, en el sentido que indica la sentencia 
citada anteriormente, por lo que la reclamante podría verse impelida, en su 
caso, y siempre que temporalmente proceda, a formular nueva pretensión 
ante el orden social, sufriendo ese indeseable “peregrinaje de jurisdicciones”, 
al que también alude la misma sentencia. Todavía más considerando a tales 
efectos la supresión de la reclamación administrativa previa a la vía social 
que efectuó la LPAC. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a todo lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

Procede dictar resolución inadmitiendo la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de un accidente de 
trabajo ocurrido en 2007. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  

 


